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AUTO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

a, 7 de mayo dé 2015 

El recurso de agravio constitucional interpuesto por don Inocente Puluche 
Cárdenas contra la resolución de fojas 130, de fecha 8 de enero de 2014, expedida por la 
Sala Especializada en Derecho Constitucional de la Corte Superior de Justicia de 
Lambayeque, que declaró la nulidad de la Resolución 36, de fecha 21 de mayo de 2013, 
y ordenó que el juez de la causa expida nueva resolución; y, 

NDIENDO A 

Antecedentes 

L En el proceso de amparo seguido por el recurrente contra la Oficina de 
Normalización Previsional (ONP), la Segunda Sala Especializada en lo Civil de la 
Corte Superior de Justicia de Lambayeque, mediante sentencia contenida en la 
Resolución 10, de fecha 26 de mayo de 2005 (f. 1), revocando la apelada y, 
reformándola, declaró 

FUNDADA la indicada demanda, en consecuencia, inaplicable al 
demandante la Resolución número 1800-A-058-CH-79, y, se ordena que la 
demandada emita nueva resolución reajustando la pensión de jubilación del 
demandante de acuerdo con los criterios de la presente sentencia, siempre 
que, en ejecución de la misma no se verifique el cumplimiento de la Ley 
número 23908, durante el periodo de su vigencia, debiendo pagarse los 
devengados que corresponda e intereses correspondientes. 

2. En el marco de la etapa de ejecución de sentencia, y en cumplimiento del mandato 
judicial contenido en la sentencia antes citada, la ONP emitió la Resolución N° 
69717-2005-ONP/DC/DL 19990, de fecha 10 de agosto de 2005 (f. 9), mediante la 
cual otorgó a favor del actor pensión de jubilación del Decreto Ley 19990, por la 
suma de S/. 8,868.96 (ocho mil ochocientos sesenta y ocho con noventaiséis 
céntimos soles oro), a partir del 10 de octubre de 1978, la cual, reajustada de 
acuerdo a lo establecido por la Ley 23908, asciende a la suma de S/. 5.71 (cinco 
nuevos soles con setentaiún céntimos), al 1 de mayo de 1990, y, actualizada a la 
fecha de la expedición de la resolución, asciende a la suma de S/. 686.09 
(seiscientos ochenta y seis nuevos soles con nueve céntimos). 
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3. Asimismo, a ONP, en el informe de fecha 4 de agosto de 2009 (f 37), refiere que, 
miento del mandato judicial expedido en etapa de ejecución de sentencia 

uzgado Especializado en lo Civil de Lambayeque, con fecha 30 de 
abril de 2008, que ordena efectuar el pago de los intereses legales, se está 
procediendo a efectuar el cálculo de dichos intereses a partir del 1 de junio de 1990 
(mes siguiente a la regularización de los devengados) hasta el 9 de agosto de 2005 
(día anterior a la emisión de la Resolución 69717-2005-0NP/DC/DL 19990, de 
fecha 10 de agosto de 2005), por la suma de S/. 20, 533.95 (veinte mil quinientos 
treinta y tres nuevos soles con noventaicinco céntimos), monto al que se deduce la 
suma de S/. 1,124.42 pagado por el mismo concepto, generándose el interés legal 
neto por la suma de S/. 19,409.53 (diecinueve mil cuatrocientos nueve nuevos soles 
con cincuentaitrés céntimos). 

A e la observación formulada por el demandante a la liquidación de intereses 
pies, el Sexto Juzgado Especializado en lo Civil de Lambayeque, mediante 

Resolución 25, de fecha 8 de enero de 2010 (f. 58), declaró fundada en parte la 
observación y ordenó se remitan los actuados al Departamento de Liquidaciones del 
Poder Judicial, a fin de que proceda a practicar una nueva liquidación de intereses 
legales. 

  

  

5. La Sala Especializada en Derecho Constitucional de la Corte Superior de Justicia de 
Lambayeque, mediante Resolución 2, de fecha 23 de junio de 2010 (f. 63), confirmó 
la resolución de fecha 8 de enero de 2010 y remitió los actuados al Departamento de 
Liquidaciones de la Corte Superior. 

6. Mediante Resolución 36, de fecha 21 de mayo de 2013 (f. 113), el Sexto Juzgado 
Civil de Lambayeque declaró infundadas las observaciones formuladas por la ONP 
contra la liquidación practicada por el Departamento de Liquidaciones del Poder 
Judicial en su Informe Pericial 1026-2011-DRLL-PJ y contra el Informe Pericial 
278-2012-DRLL-PJ, en consecuencia, aprobó las liquidaciones por la suma de S/. 
93,486.60 (noventa y tres mil cuatrocientos ochenta y seis nuevos soles con sesenta 
céntimos), monto que es el saldo a reintegrar por intereses legales. 

7. Interpuesto el recurso de apelación por la ONP, la Sala Especializada en Derecho 
Constitucional de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, mediante 
Resolución 2, de fecha 8 de enero de 2014 (f. 130), declaró nula la citada 
Resolución 36, de fecha 21 de mayo de 2013, y dispuso que el Juzgado emita un 
nuevo pronunciamiento. 

§. Fundamentos 

Delimitación del petitorio 
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8. En el caso de autos, el recurso de agravio constitucional (RAC) tiene por objeto que 
se deje si 	cto la Resolución 2, de fecha 8 de enero de 2014, expedida por la Sala 

izada en Derecho Constitucional de la Corte Superior de Justicia de 
ue, que declaró nula la Resolución 36, de fecha 21 de mayo de 2013, 

expedida p r el Sexto Juzgado Civil de Lambayeque, a través de la cual se declaró, 
a su vez, infundadas las observaciones formuladas por la ONP contra la liquidación 
de intereses legales efectuada al recurrente, por considerar que la decisión de la 
Corte Superior viola su derecho constitucional procesal a la ejecución de sentencias 
en sus propios términos. 

9. En tal sentido, la controversia en el presente caso tiene que ver con la forma de 
lcular los intereses legales en materia de pensiones, específicamente si estos 

deben capitalizarse o no. Teniendo en cuenta la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional en materia de pensiones, que se ha pronunciado en determinadas 
oportunidades sobre la aplicación o interpretación de leyes siempre y cuando haya 
existido relevancia constitucional en dicha aplicación o interpretación, e incluso 
sobre reglas de procedencia para el pago de pensiones devengadas, reintegros e 
intereses, es pertinente dicho pronunciamiento sobre el aludido cálculo de intereses. 

r, 	Los intereses y su regulación en el Código Civil 

10. Los intereses pueden definirse como la contraprestación que corresponde por el uso 
del dinero en el tiempo. En ese sentido, constituyen el precio fundamental de la 
economía, puesto que permiten estructurar el proceso de producción, al coordinar la 
valoración presente versus la valoración futura de los bienes y servicios. 

Los intereses pueden ser clasificados atendiendo a diferentes criterios Entre éstos, 
cabe aquí destacar los dos siguientes: por un lado, si se toma en consideración quién 
define su tasa pueden ser convencionales o legales; por otro lado, si se toma en 
cuenta el tipo de contraprestación que representan, pueden ser compensatorios o 
moratorios. Tales criterios permiten precisar, a su vez, las siguientes conjugaciones: 

(i) Interés convencional compensatorio: es aquel pactado por las partes y 
compensa el uso del dinero u otra clase de bien. 

(ii) Interés convencional moratorio: es fijado por las partes con el objeto de 
indemnizar la mora en el pago. 

(4 Interés legal compensatorio: lo determina la ley y compensa el uso del dinero u 
otra clase de bien. 

(iv) Interés legal moratorio: también fijado por mandato de la ley con la intención 
de indemnizar la mora en el pago. 
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11. Nuestro Códi•o Civil, por su parte, ha señalado en su articulo 1242 que los intereses 
pueden ser e tipo compensatorio y moratorio. Así, respecto de los primeros, ha 
red o que constituyen "la contraprestación por el uso del dinero o de cualquier 

en tanto que a los intereses moratorios, los ha definido como aquellos 
que tienen por 	eto "indemnizar la mora en el pago". 

12. A efectos del análisis del presente caso, importa detener la atención en el supuesto 
de pago de interés por mora. Producido el retardo culposo o doloso del deudor en el 
cumplimiento de la prestación debida y ante la concurrencia de los requisitos para 
devengar intereses moratorios, por acuerdo de panes o mandato de ley, dicho 
deudor estará obligado a su pago (Cfr. Osterling Parodi, Felipe y otro. Compendio 
e Derecho de las Obligaciones. Lima, Palestra, 2008, p. 533). En esa línea, el 

ículo 1246 del código precisa que si las partes no han pactado el pago de un 
interés moratorio, el deudor se encontrará obligado al pago de un determinado tipo 
de interés por causa de mora, que, según el caso, será compensatorio o legal. Por 
ello, en el caso de intereses generados por incumplimiento de deuda de naturaleza 
previsional, el Tribunal Constitucional, de acuerdo a lo señalado en dicho articulo 
1246, ha referido que son de tipo legal (Cfr. Exp. 05430-2006-PA). 

13. Ahora bien, resulta oportuno precisar que existe una diferencia entre los conceptos 
de "interés legal" y "tasa de interés legal". Ambos conceptos no son equivalentes. 
Los intereses legales son simplemente los que se deben por mandato de la ley. En 
cambio, la expresión "tasa de interés legal" se refiere a la que hay que pagar cuando 
las partes han pactado intereses, pero sin haber fijado la tasa (Osterling Parodi, 
Felipe y otro. Op. Cit., p. 528). 

14. De acuerdo a lo dispuesto por el artículo 1244 del código sustantivo, la tasa de 
interés legal es fijada por el Banco Central de Reserva (BCR), por cuanto, en el 
marco del diseño constitucional, el BCR es el órgano regulador de la moneda y del 
crédito del sistema financiero. 

La tasa de interés legal aplicable a los intereses generados en deudas de naturaleza 
previsional 

15. A este respecto, resulta oportuno recordar que el Tribunal, en el Exp. 05430-2006-
PA, publicado el 4 de noviembre de 2008 en el diario oficial El Peruano, estableció, 
en calidad de precedente, las reglas sustanciales y procesales para el reconocimiento 
de las pretensiones referidas al pago de devengados, reintegros e intereses legales, 
cuando en segunda instancia se estimara una pretensión comprendida en el 
contenido constitucionalmente protegido del derecho a la pensión. Así, en la referida 
sentencia determinó que los intereses legales deben ser pagados de acuerdo a lo 
dispuesto por el artículo 1246 del Código Civil. 
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orm—  la Ley 29951, de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 
013, publicada e de diciembre de 2012 en el diario oficial El Peruano, estableció 

en su nonagésima sétima disposición complementaria que 

(...) el interés que corresponde pagar por adeudos de carácter previsional es 
el interés legal fijado por el Banco Central de Reserva del Perú. El referido 
interés no es capitalizable de conformidad con el artículo 1249 del Código 
Civil  y se devenga a partir del día siguiente de aquel en que se produjo el 
incumplimiento hasta el día de su pago efectivo, sin que sea necesario que el 
acreedor afectado exija judicial o extrajudicialmente el incumplimiento de la 
obligación o pruebe haber sufrido daño alguno. Asimismo, establézcase que 
los procedimientos administrativos, judiciales, en trámite o en etapa de 
ejecución, o cualquier adeudo previsional pendiente de pago a la fecha, se 
adecuará a lo establecido en la presente disposición (subrayado nuestro). 

17. En el caso de autos, como ya se expresó, la controversia se suscita porque la Sala 
cuestionada valida indirectamente la observación formulada por la ONP a la 
liquidación de intereses legales derivados de la deuda previsional que el Estado 
mantiene con el recurrente. Dicha observación pone en entredicho la forma de 
calcular los intereses legales en materia de pensiones, específicamente si estos 
deben capitalizarse o no al momento de elaborar la respectiva liquidación. 

18. Sobre el particular, a efectos de resolver dicha controversia deben tenerse en 
consideración los siguientes elementos de juicio: atendiendo a: i) que el modo de 
calcular el pago de los intereses legales derivados de deudas de naturaleza 
previsional es una labor a ser determinada por el legislador, y éste no ha regulado de 
forma permanente tal modo de cálculo, salvo la citada estipulación temporal 
prevista en la ley de presupuesto para el año 2013; ii) que el Tribunal Constitucional 
ha establecido en su aludido precedente del Exp. 05430-2006-PA que los intereses 
legales en deudas de naturaleza previsional deben ser pagados de acuerdo a lo 
dispuesto por el artículo 1246 del Código Civil, no pronunciándose en dicho 
expediente sobre el modo de cálculo del pago de intereses legales; iii) que en 
algunos casos, el Tribunal Constitucional ha asumido que los mencionados intereses 
legales deben ser liquidados aplicando la tasa de "interés legal efectiva"; iv) que en 
procesos de amparo en materia previsional se han presentado controversias como la 
de autos, en cuanto a la forma de calcular los intereses legales, específicamente si 
estos deben capitalizarse o no; y, v) que la protección y optimización de la 
"efectiva" tutela jurisdiccional en procesos de amparo previsionales exige que el 
Tribunal Constitucional establezca de modo vinculante dicha forma de cálculo. 
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19. En tal 	tomando en cuenta que el artículo 1249 del Código Civil establece 
tacion 	atocismo, en la medida en que "no se puede pactar la 

capitalización de interes s al momento de contraerse la obligación, salvo que se trate 
de cuentas mercantiles, bancarias o similares" , el Tribunal Constitucional considera 
razonable que si ya determinó antes que los intereses legales en deudas de 
naturaleza previsional deben ser pagados de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 
1246 del Código Civil, también resulte de aplicación la limitación contenida en el 
artículo 1249 del Código Civil.. 

20. Conforme a lo expuesto, el Tribunal Constitucional estima que el interés legal 
plicable en materia pensionaria no es capitalizable, conforme al artículo 1249 del 

Código Civil. 

21. En el mismo sentido, lo ha entendido la Corte Suprema, cuando, tomando en 
consideración lo prescrito por el Código Civil (artículo 1249), y sin desconocer las 
competencias del BCR, ha dispuesto que la tasa sea de tipo nominal. Ello, por 
cuanto un ejercicio económico contrario autorizaría a la ONP, a pesar de estar 
facultada para administrar los fondos del Sistema Nacional de Pensiones, a poner en 
riesgo la intangibilidad de dichos fondos previsionales por realizar indebidas 
disposiciones de éste y, por tanto, a contravenir lo dispuesto en el artículo 12 de la 
Constitución. 

En efecto, en la judicatura ordinaria se hicieron diferentes lecturas de la 
jurisprudencia constitucional y de la citada ley de presupuesto, disponiéndose, en 
algunos casos, que la tasa del interés legal aplicable a los intereses generados en 
deudas de naturaleza previsional sea de tipo efectiva (capitalizable), y que en otros 
sea de tipo nominal. 

Teniendo en cuenta tal situación, así como la necesidad de que en un Estado 
democrático exista predictibilidad jurídica (seguridad jurídica), la Segunda Sala de 
Derecho Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la 
República publicó el 25 de junio de 2014, en el diario oficial El Peruano, la 
Casación 5128-2013-Lima, a través de la cual señaló en su fundamento décimo, con 
carácter de precedente judicial, que 

siendo aplicables los artículos comprendidos en el Capítulo Segundo del 
Título I de la Sección Segunda del Libro de las Obligaciones, referidas al 
pago de intereses, estos son los artículos 1242° y siguientes del Código Civil, 
para los efectos de pago de los intereses generados por adeudos de carácter 
previsional la tasa aplicable que debe ordenar el juez es la fijada por el Banco 
Central de Reserva del Perú, pero con observancia de la limitación contenida 
en el articulo 1249° del mismo texto normativo. 
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precisó también e el fundamento décimo tercero que 

el interés deber ser calculado no como un interés efectivo (capitalizable), sino 
como un tipo de interés simple, que no se agrega al principal para producir 
nuevos intereses, como precisa el Banco Central de Reserva del Perú. 

Análisis del caso concreto 

22. En la RTC 0201-2007-Q, de fecha 14 de octubre de 2008, el Tribunal ha señalado, 
sobre la base de lo desarrollado en la RTC 0168-2007-Q, que de manera 
xcepcional puede aceptarse la procedencia del RAC cuando haya que proteger la 
jecución en sus propios términos de sentencias estimatorias emitidas en procesos 

constitucionales, tanto para quienes han obtenido un pronunciamiento favorable de 
\ parte del Tribunal como para quienes lo obtuvieron del Poder Judicial. 

23. Cabe anotar que la procedencia excepcional del RAC en este supuesto tiene por 
finalidad restablecer el orden jurídico constitucional y que le compete al Tribunal 
valorar el grado de incumplimiento de las sentencias estimatorias expedidas por el 
Poder Judicial cuando éste no cumple dicha función, devolviendo lo actuado para 
que la instancia respectiva dé estricto cumplimiento a lo declarado por el Tribunal. 
Asimismo, los órganos jurisdiccionales correspondientes se limitarán a admitir el 
RAC, teniendo habilitada su competencia este Tribunal, ante la negativa del órgano 
judicial, a través del recurso de queja a que se refiere el artículo 19 del Código 
Procesal Constitucional. 

24. Tal como se advierte, la Sala superior competente no ha emitido pronunciamiento 
respecto a si la sentencia de autos se ha ejecutado o no en sus propios términos, 
puesto que se ha limitado a declarar la nulidad de la resolución de fojas 113 y a 
ordenar que el juez de primera instancia emita un nuevo pronunciamiento. Por tanto, 
en el presente caso, no se configurarían los supuestos habilitantes para que este 
Tribunal pueda pronunciarse respecto al grado de incumplimiento de la sentencia 
materia de ejecución, pues, para que el RAC proceda, es necesario que haya un 
pronunciamiento previo en sede judicial. 

25. Sin embargo, dada la muy avanzada edad del actor (99 años), teniendo en cuenta el 
tiempo transcurrido desde la interposición de la demanda de amparo y que 
constituyen fines esenciales de los procesos constitucionales garantizar la vigencia 
efectiva de los derechos fundamentales y la primacía normativa de la Constitución, 
los cuales obligan a superar exigencias de tipo formal, este Tribunal, en forma 
excepcionalísima, decide emitir pronunciamiento sobre el asunto materia del RAC. 

26. Si, como se ha referido, la Sala superior no se ha manifestado sobre si la sentencia 
principal se ha ejecutado en sus propios términos, ello no enerva el hecho de que las 
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ue llevaron a que dicha Sala anule la Resolución 36, de fecha 21 de mayo 
edida por el Sexto Juzgado Civil de Lambayeque, y disponga que éste 

emita otra resolución ordenando la elaboración de una nueva liquidación de 
intereses, se fundan en que la decisión del Juzgado contraviene las normas del 
Código Civil al validar el cálculo del interés legal efectivo (capitalizable). 

27. En suma, una elaboración de liquidación de intereses legales correcta es aquella que 
se ajusta a los argumentos vertidos en la presente sentencia del Tribunal 
Constitucional, lo cual es coincidente con lo señalado por la Corte Suprema en la 
Casación 5128-2013-Lima. Por tanto, la resolución de vista recurrida, que ordena al 

z la emisión de otro pronunciamiento basado, ahora, en una nueva liquidación de 
ereses donde se aplique una tasa de interés nominal, no desvirtúa la correcta 

ejecución de la sentencia constitucional en sus propios términos. 

28. Finalmente, considerando la aludida avanzada edad del actor (99 años), el tiempo 
transcurrido desde la interposición de la demanda de amparo (12 años, de los 
cuales 10 corresponden a la fase de ejecución) y que en el presente caso ya obran 
específicas liquidaciones de intereses legales, el Tribunal Constitucional estima 
necesario ordenar al juez de ejecución del presente caso, que resuelva y se asegure 
de que el demandante cobre efectivamente el monto que le corresponda por todos 
sus adeudos en materia previsional (incluidos los respectivos intereses), en un plazo 
de 30 días hábiles (lo que incluye la realización de la nueva liquidación de intereses 
legales), tiempo que se computará desde el día de notificación de la presente 
decisión y que, una vez vencido dicho plazo originará las respectivas 
responsabilidades, debiendo remitir a este Tribunal las resoluciones que se hayan 
adoptado sobre el particular. 

29. Es necesario destacar que cuando la Constitución ha establecido en el artículo 1 que 
"la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de 
la sociedad y del Estado", ha consagrado precisamente un principio exigible a la 
sociedad y principalmente al Estado para que, en lo que se refiere a toda actuación 
jurisdiccional, se efectivicen obligaciones concretas que tengan como finalidad 
primordial el resguardo de derechos como el de la "efectiva" tutela jurisdiccional en 
procesos de amparo previsionales, tomando como base el respeto a la dignidad de la 
persona anciana y que, en el caso de éstas, la propia Norma Fundamental exige un 
trato especial dada su condición especial (artículo 4). 

30. Por tanto, resulta inadmisible desde todo punto de vista que una persona anciana de 
99 años tenga que transitar por los despachos judiciales, durante más de 10 años, en 
la etapa de ejecución de sentencia, para cobrar una deuda que el Estado tiene con 
ella. En tal sentido, el Tribunal Constitucional debe establecer con criterio 
vinculante la siguiente exigencia: todos los órganos jurisdiccionales tienen la 
obligación de otorgar mayor celeridad a los procesos que involucren derechos de 
las personas ancianas cuanto mayor sea la edad de dichas personas, bajo 
responsabilidad. 



Publíquese y notifíquese. 

SS. 

URVIOLA HANI 
MIRANDA CANALES 

RAMOS NÚÑEZ 
SARDÓN DE TABOADA 
LEDESMA NARVÁEZ 
ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA 
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Por estas consideraciones, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le 
confiere la Constitución Política del Perú 

RESUELVE, con el voto singular del magistrado Blume Fortini,que se agrega, 

1. Desestimar el recurso de agravio constitucional presentado por el recurrente; en 
consecuencia, FUNDADAS las observaciones formuladas por la ONP, y dispone que 
el juez del Sexto Juzgado Civil de Lambayeque ejecute la sentencia constitucional de 
conformidad con lo señalado en la presente resolución. 

2. Declarar que, a partir de la fecha, los fundamentos 20 y 30 de la presente resolución 
constituyen doctrina jurisprudencial vinculante para todos los jueces y tribunales del 
país, de conformidad con el artículo VI del Título Preliminar del Código Procesal 
Constitucional, debiendo aplicarse inclusive a los procesos judiciales en trámite o en 
etapa de ejecución, en los que se encuentre por definir la forma de cálculo de los 
intereses legales en materia pensionaria. 

3. Ordenar al juez de ejecución del presente caso, que resuelva y se asegure de que el 
demandante cobre efectivamente el monto que le corresponda por todos sus adeudos 
en materia previsional (incluidos los intereses), en un plazo de 30 días hábiles, bajo 
responsabilidad, conforme a lo expuesto en el fundamento 28 de la presente. 
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO BLUME FORTINI 

Con el debido respeto por mis distinguidos colegas Magistrados, discrepo del auto de 
mayoría, en cuanto: 

a) Declara fundadas las observaciones formuladas por la ONP y dispone que el juez del 
Sexto Juzgado Civil de Lambayeque ejecute la sentencia constitucional aplicando el 
interés legal no capitalizable. 

b) Declara que, a partir del 7 de mayo de 2015, fecha del auto de mayoría, constituye 
doctrina jurisprudencia! vinculante para todos los jueces y tribunales del país, en 
aplicación del artículo VI del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional el 
fundamento 20 de dicho auto, que, literalmente, "estima que el interés aplicable en 
materia pensionaria no es capitalizable", invocando para tal efecto el artículo 1249 del 
Código Civil, y extiende sus efectos inclusive a los procesos en trámite o en etapa de 
ejecución en los que se encuentre por definir la forma de cálculo de los intereses 
legales en materia pensionaria. 

Considero que lo que corresponde es revocar la Resolución N°. 2, dictada por la Sala 
Especializada en Derecho Constitucional de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, 
de fecha 8 de enero de 2014, que declaró nula la Resolución N°. 36 dictada por el juez del 
Sexto Juzgado Especializado en lo Civil de Chiclayo, que a su vez declaró infundadas las 
observaciones al Informe Pericial N°. 278-2012 DRL/PJ formuladas por la ONP, aprobó la 
liquidación de los intereses adeudados al pensionista demandante, practicada por el 
Departamento de Liquidaciones del Poder Judicial en su Informe N°. 1026-2011-DRLL-PJ, 
ratificado por el Informe Pericia' N°. 278-2012 DRL/PJ, y ordenó el pago de lo adeudado, 
bajo apercibimiento de multa. 

Considero, además, que la doctrina jurisprudencial vinculante establecida en el auto de 
mayoría, que estima que el interés aplicable en materia pensionaria no es capitalizable, es 
errada, lesiona el derecho fundamental a la pensión como concreción del derecho a la vida 
en su sentido material; así como el principio a la dignidad y el derecho a la propiedad del 
pensionista; apartándose del modelo cualitativo de Estado que encuentra en la persona 
humana su presupuesto ontológico, de expreso rechazo a una forma de mero desarrollo 
social y económico cuantitativo que está invívito en la Constitución; y es ajena a los 
principios y pautas hermenéuticas que ha establecido el Tribunal Constitucional, tales 
como: 
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a) El principio pro homine, denominado también "regla de la preferencia", que 
establece en esencia que ante eventuales diversas interpretaciones de una disposición, 
es imperativo para el Juez Constitucional escoger aquella que conlleve una mejor y 
mayor protección de los derechos fundamentales, desechando toda otra que constriña, 
reduzca o limite su cabal y pleno ejercicio. 

b) La interpretación de los derechos fundamentales de acuerdo a los tratados 
internacionales, como lo manda la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la 
Constitución y el artículo V del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional. 

c) La interpretación de los derechos fundamentales conforme a la jurisprudencia de los 
tribunales supranacionales, en un marco de relación e interacción interjurisdiccional 
pro homine. 

d) El principio de proporcionalidad, que es sustancial al Estado Constitucional y 
proscriptor de toda arbitrariedad en su seno. 

Desarrollo la fundamentación del presente voto singular en los términos siguientes: 

1 	El Tribunal Constitucional, en su calidad de supremo intérprete de la Constitución y 

de toda otra norma legal conformante del sistema jurídico nacional, ha establecido 
con meridiana claridad en el fundamento 76 de su STC 0050-2004-Al y acumulados, 
respecto del derecho fundamental a la pensión los siguientes conceptos: 

1.1. Que el derecho fundamental a la pensión "es una concreción del derecho a la 

vida, en su sentido material, en atención al principio de indivisibilidad de los 
derechos fundamentales y al telas constitucional orientado a la protección de 
la dignidad de la persona humana, consagrado en el articulo 1 de la 

Constitución Política". 

1.2 Que, por consiguiente, la promoción de una digna calidad de vida entre los 
ciudadanos "es un auténtico deber jurídico", que comporta una definida 
"opción en favor de un modelo cualitativo de Estado que encuentre en la 
persona humana su presupuesto ontológico, de expreso rechazo a una forma de 

mero desarrollo social y económico cuantitativo". 

1.3 Que, en tal sentido, "el derecho fundamental a la pensión permite alcanzar el 
desarrollo de la dignidad de los pensionistas. De ello se deriva su carácter de 
derecho fundamental específico, que supera las posiciones liberales que no 
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aceptan un concepto de igualdad como diferenciación, pero que tampoco 
supone privilegios medievales que tengan por objeto un trato diferenciado 
estático a determinado colectivo para conseguir y mantener la desigualdad". 

1.4 Que, por ello, "En la definición del contenido de este derecho fundamental es 
factor gravitante el esfuerzo económico que el proceso pensionario exige de los 
poderes públicos y de la capacidad presupuestaria". 

1.5 Sobre los efectos patrimoniales del derecho a la pensión, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, en el caso Cinco pensionistas vs. Perú, 
ha establecido lo siguiente: 

"los Estados pueden poner limitaciones al goce del derecho de propiedad 
por razones de utilidad pública o interés social. En el caso de los efectos 
patrimoniales de las pensiones (monto de las pensiones), los Estados pueden 
reducirlos únicamente por la vía legal adecuada y por los motivos ya 
indicados. Por su parte, el artículo 5 del Protocolo Adicional a la 
Convención Americana en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (en adelante 'Protocolo de San Salvador) sólo permite a los 
Estados establecer limitaciones y restricciones al goce y ejercicio de los 
derechos económicos, sociales y culturales, 'mediante leyes promulgadas 
con el objeto de preservar el bienestar general dentro de una sociedad 
democrática, en la medida que no contradigan el propósito y razón de los 
mismos'. En toda y cualquier circunstancia, si la restricción o limitación 
afecta el derecho a la propiedad, ésta debe realizarse, además, de 
conformidad con los parámetros establecidos en el artículo 21 de la 
Convención Americana" (fundamento 116).  

2. 	A partir de estos conceptos se ha ido consolidando la tutela constitucional del derecho 
a la pensión, a través de numerosas resoluciones emitidas por este Tribunal 
Constitucional, dictadas en procesos constitucionales promovidos contra arbitrarias 
decisiones denegatorias de la ONP relacionadas con el ingreso al sistema pensionario, 
el acceso a la prestación pensionaria, el goce de una pensión acorde al mínimo vital 

1  STC 5034-2005-PA/TC, STC 2854-2008-PA/TC, STC 4810-2011-PA/Te, STC 225-2012-PA/TC, STC 3907-2012- 

PA/TC, STC 2793-2012-PA/TC, entre otros 
2 

STC 5016-2011-PA/TC, STC 1200-2011-PA/TC, SIC 228-2012-PA/TC, STC 4500-2012-PA/TC, SIC 828-2014- 
PA/TC, entre otros. 
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y, en general, con diversos supuestos en los que se han visto lesionados el derecho a 
la pensión y el derecho a la igualdad, entre otros3. 

3. En armonía con tal consolidación de la tutela constitucional del derecho a la pensión, 
el Tribunal Constitucional, al disponer el pago de las prestaciones pensionarias, 
también ha venido otorgando el pago de devengados, reintegros, intereses legales y 
costos procesales, a modo de restituir las cosas al estado anterior al momento de la 
afectación de dicho derecho, cuando se ha acreditado en sede judicial la lesión 
denunciada, situación que responde principalmente al hecho de haber negado 
ilegítimamente el goce de la pensión a favor del aportante que ya cumplió los 
requisitos legales para acceder a dicha prestación. 

4. En tal sentido, la obtención en sede judicial de una sentencia favorable por quien 
tiene derecho al goce de una pensión, evidencia no solo la lesión de un derecho 
fundamental sino también la falencia de la Administración con relación a la correcta 
evaluación de las peticiones pensionarias; razón por la cual el pago de los intereses 
legales que se dispone a su favor, no solo constituye una compensación por el pago 
tardío, sino también una sanción contra la ONP por haberlo privado ilegítimamente 
de una pensión, que es su único sustento.  

5. Al respecto, tal falencia tiene varias aristas, que deben ser solucionadas por el propio 
Estado sin perjudicar al administrado y obligarlo a promover acciones judiciales para 
lograr gozar de una pensión que por ley le corresponde, como lo ha dejado sentado la 
Defensoría del Pueblo en su Informe Defensorial N.° 135, denominado "Por un 
acceso justo y oportuno a la pensión: Aportes para una mejor gestión de la ONP", en 
el que efectúa un balance sobre la administración de los sistemas pensionarios que 
tiene a su cargo la ONP y da a conocer el conjunto de falencias en la que ésta incurre; 
básicamente por no tener implementado un sistema eficiente de sistematización de 
información laboral que permita asegurar un correcto y oportuno procedimiento de 
calificación de pensiones basado en datos cienos. 

6. Esta falencia genera la demora en la calificación y acceso a la pensión, cuya 
consecuencia directa es el no pago de la prestación pensionaria a favor del aportante, 
quien a su vez queda sin ingresos económicos por un tiempo indefinido, situación que 
pone en riesgo su subsistencia básica y lesiona su dignidad, al afectar su solvencia 
económica e impedirle atender los gastos que generan sus necesidades básicas, como 
alimentación, vivienda, servicios de agua y luz, gastos de salud, etc. 

3 STC 6572-2006-PA/TC y STC 2363-2008-PA/TC. 
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7. Ello es más grave si se tiene en cuenta que la deuda pensionaria como manifestación 
material del derecho a la pensión debe ser entendida corno el goce de una prestación 
con valor adquisitivo adecuado con la moneda vigente, pues desconocer la naturaleza 
valorista de una deuda pensionaria implica una forma de menoscabo a la dignidad 
humana de la persona de la tercera edad, en su forma más básica como lo es la 
manutención propia. 

8. Más aún si se considera que el derecho a la pensión comprende el derecho al goce 
oportuno de la prestación pensionaria; situación que implica el pago de una 
mensualidad acorde al valor monetario vigente a la fecha de su cancelación. No un 
pago que suponga la pérdida de su valor adquisitivo, aun cuando el deudor sea el 
Estado. Lo contrario implica generar una política lesiva al principio-derecho de 
dignidad de la persona de la tercera edad o adulto mayor, que se traduce en otorgar 
prestaciones carentes de solvencia en el mercado para la adquisición y pago de 
cuestiones elementales y básicas. 

9. En tal sentido, la deuda de naturaleza previsional o pensionaria, producida por la falta 
de pago oportuno de la pensión, genera en el deudor (la ONP en el caso de autos) la 
obligación de pagar al acreedor (el pensionista) un interés moratorio, que es el interés 
legal previsto en el artículo 1246 del Código Civil, aplicando para su cálculo la tasa 
de "interés legal efectiva", a partir de una interpretación desde los valores, principios 
y derechos que consagra la Constitución, acorde con la "regla de la preferencia", que 
impone una interpretación pro nomine, frente a la duda que podría presentarse de 
aplicar una "tasa de interés legal simple" (sin capitalización de intereses) o una 
"una tasa de interés legal efectiva" (con capitalización de intereses). 

1 0.Al respecto, considero que la prohibición de capitalización de intereses contenida en 
el artículo 1249 del Código Civil no alcanza a la deuda pensionaria o previsional, 
desde que ésta no nace de un pacto entre el deudor y el acreedor en un sentido clásico 
civil (de un acuerdo de voluntades entre privados), sino de un sistema previsional 
mandado por la propia Constitución e inspirado en la solidaridad y compromiso 
social general, que debe garantizar una pensión adecuada y oportuna para lograr una 
vida digna del titular del derecho pensionario. 

11. Entonces, acorde con la "regla de la preferencia", en rescate de los derechos 
fundamentales afectados por un pago tardío con un interés legal simple que diluye la 
pensión por el paso del tiempo y, en ejercicio del control difuso o disperso de 
constitucionalidad que debe ejercer el Juez Constitucional por mandato del artículo 
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138 de la Constitución, lo que corresponde es preferir la Norma Suprema e inaplicar 
al caso de autos la nonagésima sétima disposición complementaria de la Ley 29951, 
Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2013, en la parte que 
extendiendo indebidamente la aplicación del artículo 1249 del Código Civil a los 
adeudos de carácter previsional, establece que el interés legal aplicable no es 
capitalizable. 

12. Asimismo, también discrepo de la aplicación de las reglas jurisprudenciales que la 
resolución de mayoría efectúa al caso de autos, pues ellas resultan restrictivas a los 
derechos a la pensión y a la propiedad del demandante e implica, en los hechos, 
cambiar el procedimiento predeterminado que corresponde a don Inocente Pulache 
Cárdenas, desconociendo jurisprudencia obligatoria que le favorecía y 
desnaturalizando principios como la seguridad jurídica y la cosa juzgada. 

En atención a las razones expuestas, voto porque, revocando la Resolución N°. 2, dictada 
por la Sala Especializada en Derecho Constitucional de la Corte Superior de Justicia de 
Lambayeque, de fecha 8 de enero de 2014, se confirme la Resolución N°. 36, dictada por el 
juez del Sexto Juzgado Especializado en lo Civil de Chiclayo, que declaró infundadas las 
observaciones al Informe Pericial N°. 278-2012 DRL/PJ formuladas por la ONP, aprobó la 
liquidación de los intereses adeudados al pensionista demandante, practicada por el 
Departamento de Liquidaciones del Poder Judicial en su Informe N°. 1026-2011-DRLL-RI, 
ratificado por el Informe Pericial N°. 278-2012 DRL/PJ, y ordenó el pago de lo adeudado, 
bajo apercibimiento de multa. Así mismo, voto porque no se establezca como doctrina 
jurisprudencial vinculante para todos los jueces y tribunales del país el fundamento 20 del 
auto de mayoría, que, al señalar que se "estima que el interés aplicable en materia 

pensionaria no es capitalizable -  lesiona los valores, principios y derechos constitucionales 
antes invocados. 
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